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Artículo 2. Interés superior del menor. 

1. Todo menor tiene derecho a que su interés superior sea valorado y considerado como 
primordial en todas las acciones y decisiones que le conciernan, tanto en el ámbito 
público como privado. En la aplicación de la presente ley y demás normas que le afecten, 
así como en las medidas concernientes a los menores que adopten las instituciones, 
públicas o privadas, los Tribunales, o los órganos legislativos primará el interés superior 
de los mismos sobre cualquier otro interés legítimo que pudiera concurrir. 

Las limitaciones a la capacidad de obrar de los menores se interpretarán de forma 
restrictiva y, en todo caso, siempre en el interés superior del menor. 

2. A efectos de la interpretación y aplicación en cada caso del interés superior del menor, 
se tendrán en cuenta los siguientes criterios generales, sin perjuicio de los establecidos 
en la legislación específica aplicable, así como de aquellos otros que puedan estimarse 
adecuados atendiendo a las circunstancias concretas del supuesto: 

a) La protección del derecho a la vida, supervivencia y desarrollo del menor y la 
satisfacción de sus necesidades básicas, tanto materiales, físicas y educativas como 
emocionales y afectivas. 

b) La consideración de los deseos, sentimientos y opiniones del menor, así como su 
derecho a participar progresivamente, en función de su edad, madurez, desarrollo y 
evolución personal, en el proceso de determinación de su interés superior. 

c) La conveniencia de que su vida y desarrollo tenga lugar en un entorno familiar 
adecuado y libre de violencia. Se priorizará la permanencia en su familia de origen y se 
preservará el mantenimiento de sus relaciones familiares, siempre que sea posible y 
positivo para el menor. En caso de acordarse una medida de protección, se priorizará el 
acogimiento familiar frente al residencial. Cuando el menor hubiera sido separado de su 
núcleo familiar, se valorarán las posibilidades y conveniencia de su retorno, teniendo en 
cuenta la evolución de la familia desde que se adoptó la medida protectora y primando 
siempre el interés y las necesidades del menor sobre las de la familia. 

d) La preservación de la identidad, cultura, religión, convicciones, orientación e identidad 
sexual o idioma del menor, así como la no discriminación del mismo por éstas o 
cualesquiera otras condiciones, incluida la discapacidad, garantizando el desarrollo 
armónico de su personalidad. 

3. Estos criterios se ponderarán teniendo en cuenta los siguientes elementos generales: 

a) La edad y madurez del menor. 
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b) La necesidad de garantizar su igualdad y no discriminación por su especial 
vulnerabilidad, ya sea por la carencia de entorno familiar, sufrir maltrato, su 
discapacidad, su orientación e identidad sexual, su condición de refugiado, solicitante 
de asilo o protección subsidiaria, su pertenencia a una minoría étnica, o cualquier otra 
característica o circunstancia relevante. 

c) El irreversible efecto del transcurso del tiempo en su desarrollo. 

d) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten para promover la 
efectiva integración y desarrollo del menor en la sociedad, así como de minimizar los 
riesgos que cualquier cambio de situación material o emocional pueda ocasionar en su 
personalidad y desarrollo futuro. 

e) La preparación del tránsito a la edad adulta e independiente, de acuerdo con sus 
capacidades y circunstancias personales. 

f) Aquellos otros elementos de ponderación que, en el supuesto concreto, sean 
considerados pertinentes y respeten los derechos de los menores. 

Los anteriores elementos deberán ser valorados conjuntamente, conforme a los 
principios de necesidad y proporcionalidad, de forma que la medida que se adopte en 
el interés superior del menor no restrinja o limite más derechos que los que ampara. 

4. En caso de concurrir cualquier otro interés legítimo junto al interés superior del menor 
deberán priorizarse las medidas que, respondiendo a este interés, respeten también los 
otros intereses legítimos presentes. 

En caso de que no puedan respetarse todos los intereses legítimos concurrentes, 
deberá primar el interés superior del menor sobre cualquier otro interés legítimo que 
pudiera concurrir. 

Las decisiones y medidas adoptadas en interés superior del menor deberán valorar en 
todo caso los derechos fundamentales de otras personas que pudieran verse afectados. 

5. Toda resolución de cualquier orden jurisdiccional y toda medida en el interés superior 
de la persona menor de edad deberá ser adoptada respetando las debidas garantías 
del proceso y, en particular: 

a) Los derechos del menor a ser informado, oído y escuchado, y a participar en el 
proceso de acuerdo con la normativa vigente. 

b) La intervención en el proceso de profesionales cualificados o expertos. En caso 
necesario, estos profesionales han de contar con la formación suficiente para determinar 
las específicas necesidades de los niños con discapacidad. En las decisiones 
especialmente relevantes que afecten al menor se contará con el informe colegiado de 
un grupo técnico y multidisciplinar especializado en los ámbitos adecuados. 

c) La participación de progenitores, tutores o representantes legales del menor o de un 
defensor judicial si hubiera conflicto de interés o discrepancia con ellos y del Ministerio 
Fiscal en el proceso en defensa de sus intereses. Se presumirá que existe un conflicto 
de interés cuando la opinión de la persona menor de edad sea contraria a la medida que 
se adopte sobre ella o suponga una restricción de sus derechos. 

d) La adopción de una decisión que incluya en su motivación los criterios utilizados, los 
elementos aplicados al ponderar los criterios entre sí y con otros intereses presentes y 
futuros, y las garantías procesales respetadas. 

e) La existencia de recursos que permitan revisar la decisión adoptada que no haya 
considerado el interés superior del menor como primordial o en el caso en que el propio 
desarrollo del menor o cambios significativos en las circunstancias que motivaron dicha 



decisión hagan necesario revisarla. Los menores gozarán del derecho a la asistencia 
jurídica gratuita en los casos legalmente previstos. 

 
Se modifica el primer párrafo y la letra c) del apartado 5 por la disposición final 8.1 de la Ley 
Orgánica 8/2021, de 4 de junio. Ref. BOE-A-2021-9347 
 
Se modifica por el art. 1.2 de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio. Ref. BOE-A-2015-8222. 

 
… 
 
Artículo 9. Derecho a ser oído y escuchado. 

1. El menor tiene derecho a ser oído y escuchado sin discriminación alguna por edad, 
discapacidad o cualquier otra circunstancia, tanto en el ámbito familiar como en 
cualquier procedimiento administrativo, judicial o de mediación en que esté afectado y 
que conduzca a una decisión que incida en su esfera personal, familiar o social, 
teniéndose debidamente en cuenta sus opiniones, en función de su edad y madurez. 
Para ello, el menor deberá recibir la información que le permita el ejercicio de este 
derecho en un lenguaje comprensible, en formatos accesibles y adaptados a sus 
circunstancias. 

En los procedimientos judiciales o administrativos, las comparecencias o audiencias del 
menor tendrán carácter preferente, y se realizarán de forma adecuada a su situación y 
desarrollo evolutivo, con la asistencia, si fuera necesario, de profesionales cualificados 
o expertos, cuidando preservar su intimidad y utilizando un lenguaje que sea 
comprensible para él, en formatos accesibles y adaptados a sus circunstancias 
informándole tanto de lo que se le pregunta como de las consecuencias de su opinión, 
con pleno respeto a todas las garantías del procedimiento. 

2. Se garantizará que el menor, cuando tenga suficiente madurez, pueda ejercitar este 
derecho por sí mismo o a través de la persona que designe para que le represente. La 
madurez habrá de valorarse por personal especializado, teniendo en cuenta tanto el 
desarrollo evolutivo del menor como su capacidad para comprender y evaluar el asunto 
concreto a tratar en cada caso. Se considera, en todo caso, que tiene suficiente madurez 
cuando tenga doce años cumplidos. 

Para garantizar que el menor pueda ejercitar este derecho por sí mismo será asistido, 
en su caso, por intérpretes. El menor podrá expresar su opinión verbalmente o a través 
de formas no verbales de comunicación. 

No obstante, cuando ello no sea posible o no convenga al interés del menor se podrá 
conocer la opinión del menor por medio de sus representantes legales, siempre que no 
tengan intereses contrapuestos a los suyos, o a través de otras personas que, por su 
profesión o relación de especial confianza con él, puedan transmitirla objetivamente. 

3. Siempre que en vía administrativa o judicial se deniegue la comparecencia o 
audiencia de los menores directamente o por medio de persona que le represente, la 
resolución será motivada en el interés superior del menor y comunicada al Ministerio 
Fiscal, al menor y, en su caso, a su representante, indicando explícitamente los recursos 
existentes contra tal decisión. En las resoluciones sobre el fondo habrá de hacerse 
constar, en su caso, el resultado de la audiencia al menor, así como su valoración. 

 
Se modifica por el art. 1.4 de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio. Ref. BOE-A-2015-8222. 

 
… 
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Artículo 9 bis. Deberes de los menores. 

1. Los menores, de acuerdo a su edad y madurez, deberán asumir y cumplir los deberes, 
obligaciones y responsabilidades inherentes o consecuentes a la titularidad y al ejercicio 
de los derechos que tienen reconocidos en todos los ámbitos de la vida, tanto familiar, 
escolar como social. 

2. Los poderes públicos promoverán la realización de acciones dirigidas a fomentar el 
conocimiento y cumplimiento de los deberes y responsabilidades de los menores en 
condiciones de igualdad, no discriminación y accesibilidad universal. 

 
Se añade por el art. 1.4 de la Ley 26/2015, de 28 de julio. Ref. BOE-A-2015-8470.. 

 
… 
 
Artículo 9 quinquies. Deberes relativos al ámbito social. 

1. Los menores deben respetar a las personas con las que se relacionan y al entorno 
en el que se desenvuelven. 

2. Los deberes sociales incluyen, en particular: 

a) Respetar la dignidad, integridad e intimidad de todas las personas con las que se 
relacionen con independencia de su edad, nacionalidad, origen racial o étnico, religión, 
sexo, orientación e identidad sexual, discapacidad, características físicas o sociales o 
pertenencia a determinados grupos sociales, o cualquier otra circunstancia personal o 
social. 

b) Respetar las leyes y normas que les sean aplicables y los derechos y libertades 
fundamentales de las otras personas, así como asumir una actitud responsable y 
constructiva en la sociedad. 

c) Conservar y hacer un buen uso de los recursos e instalaciones y equipamientos 
públicos o privados, mobiliario urbano y cualesquiera otros en los que desarrollen su 
actividad. 

d) Respetar y conocer el medio ambiente y los animales, y colaborar en su conservación 
dentro de un desarrollo sostenible. 

 
Se añade por el art. 1.4 de la Ley 26/2015, de 28 de julio. Ref. BOE-A-2015-8470 

 
… 
 
Artículo 11. Principios rectores de la acción administrativa. 

1. Las Administraciones Públicas facilitarán a los menores la asistencia adecuada para 
el ejercicio de sus derechos, incluyendo los recursos de apoyo que precisen. 

Las Administraciones Públicas, en los ámbitos que les son propios, articularán políticas 
integrales encaminadas al desarrollo de la infancia y la adolescencia y, de modo 
especial, las referidas a los derechos enumerados en esta ley. Los menores tendrán 
derecho a acceder a tales servicios por sí mismos o a través de sus progenitores, 
tutores, guardadores o acogedores, quienes a su vez tendrán el deber de utilizarlos en 
interés de los menores. 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-8470#aprimero
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-8470#aprimero


Se impulsarán políticas compensatorias dirigidas a corregir las desigualdades sociales. 
En todo caso, el contenido esencial de los derechos del menor no podrá quedar afectado 
por falta de recursos sociales básicos. Se garantizará a los menores con discapacidad 
y a sus familias los servicios sociales especializados que su discapacidad precise. 

Las Administraciones Públicas deberán tener en cuenta las necesidades de los menores 
al ejercer sus competencias, especialmente en materia de control sobre productos 
alimenticios, consumo, vivienda, educación, sanidad, servicios sociales, cultura, 
deporte, espectáculos, medios de comunicación, transportes, tiempo libre, juego, 
espacios libres y nuevas tecnologías (TICs). 

Las Administraciones Públicas tendrán particularmente en consideración la adecuada 
regulación y supervisión de aquellos espacios, centros y servicios en los que 
permanezcan habitualmente menores, en lo que se refiere a sus condiciones físico-
ambientales, higiénico-sanitarias, de accesibilidad y diseño universal y de recursos 
humanos, así como a sus proyectos educativos inclusivos, a la participación de los 
menores y a las demás condiciones que contribuyan a asegurar sus derechos. 

2. Serán principios rectores de la actuación de los poderes públicos en relación con los 
menores: 

 
… 
 

i) La protección contra toda forma de violencia, incluido el maltrato físico o 
psicológico, los castigos físicos humillantes y denigrantes, el descuido o trato 
negligente, la explotación, la realizada a través de las nuevas tecnologías, los 
abusos sexuales, la corrupción, la violencia de género o en el ámbito familiar, 
sanitario, social o educativo, incluyendo el acoso escolar, así como la trata y el 
tráfico de seres humanos, la mutilación genital femenina y cualquier otra forma de 
abuso 

 
… 
 

l) El libre desarrollo de su personalidad conforme a su orientación e identidad 
sexual 

Se modifica por el art. 1.6 de la Ley 26/2015, de 28 de julio. Ref. BOE-A-2015-8470. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-8470#aprimero


 

 

 

 

 

 

Artículo 37. Modificaciones del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. 

Uno. El párrafo c) del apartado 2 del artículo 4 del texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores queda redactado de la siguiente forma: 

«c) A no ser discriminados directa o indirectamente para el empleo, o una 
vez empleados, por razones de sexo, estado civil, edad dentro de los límites 
marcados por esta ley, origen racial o étnico, condición social, religión o 
convicciones, ideas políticas, orientación sexual, afiliación o no a un sindicato, 
así como por razón de lengua, dentro del Estado español. 

Tampoco podrán ser discriminados por razón de discapacidad, siempre 
que se hallasen en condiciones de aptitud para desempeñar el trabajo o 
empleo de que se trate.» 

Dos. El párrafo e) del apartado 2 del artículo 4 del texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores queda redactado en los siguientes términos: 

«e) Al respeto de su intimidad y a la consideración debida a su dignidad, 
comprendida la protección frente a ofensas verbales y físicas de naturaleza 
sexual y frente al acoso por razón de origen racial o étnico, religión o 
convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual.» 

Tres. El apartado 2 del artículo 16 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores queda redactado de la siguiente forma: 

«2. Se prohíbe la existencia de agencias de colocación con fines 
lucrativos. El servicio público de empleo podrá autorizar, en las condiciones 
que se determinen en el correspondiente convenio de colaboración y previo 
informe del Consejo General del Instituto Nacional de Empleo, la existencia 
de agencias de colocación sin fines lucrativos, siempre que la remuneración 
que reciban del empresario o del trabajador se limite exclusivamente a los 
gastos ocasionados por los servicios prestados. Dichas agencias deberán 
garantizar, en su ámbito de actuación, el principio de igualdad en el acceso al 
empleo, no pudiendo establecer discriminación alguna basada en motivos de 
origen, incluido el racial o étnico, sexo, edad, estado civil, religión o 
convicciones, opinión política, orientación sexual, afiliación sindical, condición 
social, lengua dentro del Estado y discapacidad, siempre que los trabajadores 
se hallasen en condiciones de aptitud para desempeñar el trabajo o empleo 
de que se trate.» 



Cuatro. El apartado 1 del artículo 17 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores queda modificado de la siguiente manera: 

«1. Se entenderán nulos y sin efecto los preceptos reglamentarios, las 
cláusulas de los convenios colectivos, los pactos individuales y las decisiones 
unilaterales del empresario que contengan discriminaciones directas o 
indirectas desfavorables por razón de edad o discapacidad o favorables o 
adversas en el empleo, así como en materia de retribuciones, jornada y demás 
condiciones de trabajo por circunstancias de sexo, origen, incluido el racial o 
étnico, estado civil, condición social, religión o convicciones, ideas políticas, 
orientación sexual, adhesión o no a sindicatos y a sus acuerdos, vínculos de 
parentesco con otros trabajadores en la empresa y lengua dentro del Estado 
español. 

Serán igualmente nulas las decisiones del empresario que supongan un 
trato desfavorable de los trabajadores como reacción ante una reclamación 
efectuada en la empresa o ante una acción judicial destinada a exigir el 
cumplimiento del principio de igualdad de trato y no discriminación.» 

Cinco. Se introduce un nuevo párrafo g) en el apartado 2 del artículo 54 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores con la siguiente redacción: 

«g) El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, 
discapacidad, edad u orientación sexual al empresario o a las personas que 
trabajan en la empresa.» 

Artículo 38. Modificaciones de la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social 
de los Minusválidos. 

Uno. El artículo 37 de la Ley 13/1982, de 7 de abril, queda redactado de la siguiente 
forma: 

«1. Será finalidad primordial de la política de empleo de trabajadores con 
discapacidad su integración, en condiciones que garanticen la aplicación del 
principio de igualdad de trato, en el sistema ordinario de trabajo o, en su 
defecto, su incorporación al sistema productivo mediante la fórmula especial 
de trabajo protegido que se menciona en el artículo 41. 

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entenderá por 
principio de igualdad de trato la ausencia de toda discriminación directa e 
indirecta basada en la discapacidad. 

3. Existirá discriminación directa cuando una persona sea tratada de 
manera menos favorable que otra en situación análoga por motivo de su 
discapacidad. 

Existirá discriminación indirecta cuando una disposición legal o 
reglamentaria, una cláusula convencional o contractual, un pacto individual o 
una decisión unilateral del empresario, aparentemente neutros, puedan 
ocasionar una desventaja particular a las personas con discapacidad respecto 
de otras personas, siempre que objetivamente no respondan a una finalidad 
legítima y que los medios para la consecución de esta finalidad no sean 
adecuados y necesarios, o salvo que el empresario venga obligado a adoptar 
medidas adecuadas, en función de las necesidades de cada situación 



concreta y de acuerdo con el artículo 37 bis de esta ley, para eliminar las 
desventajas que supone esa disposición, cláusula, pacto o decisión.» 

Dos. Se introduce un nuevo artículo 37 bis en la Ley 13/1982, de 7 de abril, con la 
siguiente redacción: 

«1. Para garantizar la plena igualdad en el trabajo, el principio de igualdad 
de trato no impedirá que se mantengan o adopten medidas específicas 
destinadas a prevenir o compensar las desventajas ocasionadas por motivo 
de discapacidad. 

2. Los empresarios están obligados a adoptar las medidas adecuadas 
para la adaptación del puesto de trabajo y la accesibilidad de la empresa, en 
función de las necesidades de cada situación concreta, con el fin de permitir 
a las personas con discapacidad acceder al empleo, desempeñar su trabajo, 
progresar profesionalmente y acceder a la formación, salvo que esas medidas 
supongan una carga excesiva para el empresario. 

Para determinar si una carga es excesiva se tendrá en cuenta si es paliada 
en grado suficiente mediante las medidas, ayudas o subvenciones públicas 
para personas con discapacidad, así como los costes financieros y de otro tipo 
que las medidas impliquen y el tamaño y el volumen de negocios total de la 
organización o empresa.» 

Artículo 39. Modificaciones de la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el 
desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios 
transnacional. 

El párrafo c) del apartado 1 del artículo 3 de la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, 
queda redactado de la siguiente forma: 

«c) La igualdad de trato y la no discriminación directa o indirecta por razón 
de sexo, origen, incluido el racial o étnico, estado civil, edad dentro de los 
límites legalmente marcados, condición social, religión o convicciones, ideas 
políticas, orientación sexual, afiliación o no a un sindicato y a sus acuerdos, 
vínculos de parentesco con otros trabajadores en la empresa, lengua o 
discapacidad, siempre que los trabajadores se hallasen en condiciones de 
aptitud para desempeñar el trabajo o empleo de que se trate.» 

Artículo 40. Modificaciones del texto refundido de la Ley de Procedimiento 
Laboral, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril. 

Uno. El artículo 96 del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral queda 
redactado de la siguiente forma: 

«Artículo 96. 

En aquellos procesos en que de las alegaciones de la parte actora se 
deduzca la existencia de indicios fundados de discriminación por razón de 
sexo, origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u 
orientación sexual, corresponderá al demandado la aportación de una 
justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de las medidas 
adoptadas y de su proporcionalidad.» 



Dos. El artículo 181 del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral queda 
redactado de la siguiente forma: 

«Artículo 181. 

Las demandas de tutela de los demás derechos fundamentales y 
libertades públicas, incluida la prohibición de tratamiento discriminatorio y del 
acoso, que se susciten en el ámbito de las relaciones jurídicas atribuidas al 
conocimiento del orden jurisdiccional social, se tramitarán conforme a las 
disposiciones establecidas en este capítulo. En dichas demandas se 
expresarán el derecho o derechos fundamentales que se estimen infringidos.» 

Artículo 41. Modificaciones del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto legislativo 5/2000, 
de 4 de agosto. 

Uno. El apartado 12 del artículo 8 de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social queda redactado de la siguiente forma: 

«12. Las decisiones unilaterales del empresario que impliquen 
discriminaciones directas o indirectas desfavorables por razón de edad o 
discapacidad o favorables o adversas en materia de retribuciones, jornadas, 
formación, promoción y demás condiciones de trabajo, por circunstancias de 
sexo, origen, incluido el racial o étnico, estado civil, condición social, religión 
o convicciones, ideas políticas, orientación sexual, adhesión o no a sindicatos 
y a sus acuerdos, vínculos de parentesco con otros trabajadores en la 
empresa o lengua dentro del Estado español, así como las decisiones del 
empresario que supongan un trato desfavorable de los trabajadores como 
reacción ante una reclamación efectuada en la empresa o ante una acción 
judicial destinada a exigir el cumplimiento del principio de igualdad de trato y 
no discriminación.» 

Dos. Se añade un apartado 13 bis al artículo 8 de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social que queda redactado de la siguiente forma: 

«13 bis. El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o 
convicciones, discapacidad, edad y orientación sexual, cuando se produzcan 
dentro del ámbito a que alcanzan las facultades de dirección empresarial, 
cualquiera que sea el sujeto activo del mismo, siempre que, conocido por el 
empresario, éste no hubiera adoptado las medidas necesarias para 
impedirlo.» 

Tres. El apartado 2 del artículo 16 de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social queda redactado en los siguientes términos: 

«2. Establecer condiciones, mediante la publicidad, difusión o por 
cualquier otro medio, que constituyan discriminaciones favorables o adversas 
para el acceso al empleo por motivos de sexo, origen, incluido el racial o 
étnico, edad, estado civil, discapacidad, religión o convicciones, opinión 
política, orientación sexual, afiliación sindical, condición social y lengua dentro 
del Estado.» 



Artículo 42. Fomento de la igualdad en la negociación colectiva. 

Los convenios colectivos podrán incluir medidas dirigidas a combatir todo tipo de 
discriminación en el trabajo, a favorecer la igualdad de oportunidades y a prevenir el 
acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u 
orientación sexual. 

Artículo 43. Fomento de planes de igualdad. 

Los poderes públicos fomentarán la adopción por las empresas y por las 
organizaciones sindicales y empresariales de planes de igualdad a favor de las personas 
con discapacidad, mediante los incentivos y medidas de apoyo establecidos para ello. 
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